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La Carta Fundamental de 1980 representa el mayor impulso progre­
sivo que el derecho penal ha recibido en la historia constitucional de 
nuestro pais. al consagrar (a mayor parte de tos principios rectore.\· 
del ámblto punitivo. 

Dentro de tales principios, la doctrina unánimemente reconoce 
que la garantía de tipicidad es una de aquellas ideas directrices que 
debiera estar dotada de la máxima jcrarquia normativa. como una 
forma de conseguir el pleno resguardo de los derechos de las peTSo­
nas frente a los poderes sancionatorios que ejerce el Estado. 

La idea de tipicidad -3 diferencia de lo ocurrido con los otros 
principios fundamentales del derecho penal-, ha tardado mucho en 
obtener reconocimiento a nivel constitucional. De allí que la mayor 
parte de los autores se refiera a ella como una simple aspiración o. 
más precisamente. como una meta a la que debieran tender las legis­
laciones. 

Siendo un hecho indiscutible que el texto constitucional vigente 
contiene importantes novedades en lo Que respecta a los prlncipios 
orientadores del derecho penal. es muy atingente que nos pregunte­
mos si aquél recoge efectivamente la idea de tipicidad. 
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Aunque el logro de este objetivo supone explicar el alcance de 
varias de las disposiciones que contiene el artículo 19 ~ 3 de la 
Constitución. el presente trabajo en modo alguno pretende abarcar el 
conjunto de garantias penales que dicho texto consagra, salvo las 
necesarias referencias que es preciso efectuar, especialmente a la 
garantía de legalidad, para el cabal cumplimiento del objetivo que 
nos hemos trazado. 

LA GARANTIA DE TIPICIDAD 

Como se sabe, la garantía de legalidad penal implica tres manifes­
taciones, las cuales pueden resumirse de la siguiente fonna: reserva 
(sólo la ley puede obrar como fuente de delitos y penas); irrefroacfi­
v;dad (la ley penal sólo puede ser aplicada a hechos que ocurran 
después de su entrada en vigencia) y lipicidad (el precepto que crea 
el delito debe encontrarse redactado en términos estrictos) 

Entre estos subprincipios se halla -yen posición preeminente- el 
principio de tipicidad, también llamado de determinación O de laxa­
tividad. que abraza las clásicas garantías criminal y penal, exigiendo 
que tanto la definición de la conducta delictiva, como las conse­
cuencias de la misma, alcancen la mayor concreción JX)sible en la 
ley, impidiendo así que por vía material se eluda el principio de 
legalidad, empobreciendo a éste como mera garantía formal 

En efecto. las finalidades del principio de legalidad pueden verse 
frustradas por el propio legislador, al formular las normas penales de 
manera tan imprecisa como para que el ciudadano, aun conociendo 
su contenido, no sepa exactamente lo que le está mandado o prohi­
bido. 1 Como señala Rodriguez Mourullo,2 decisivo para comprobar 
la vigencia del principio de legalidad, no es el reconocimiento fonnal 
del mismo, en uno o varios preceptos de carácter general. sino la 

2 

208 

CURY. Enrique, La ley penal en blanco (Bogoti, 1988), p. 14 

RODRlOUEZ MOURULLo, Gonzalo, Derecho Penal. Parle General (Madrid, 1977). 
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fonna en que aparecen configurados los distintos tipos de delito en 
particular En consecuencia, se impone al legislador la obligación de 
determinar con precisión j' claridad tanto el presupuesto como la 
consecuencia de la nonna penal 

DENOMINACJON 

Con el brocardo nullum crimen sine lege certa se alude al principio 
de tipicidad,3 de detenninación,4 de taxatividad5 o mandato de cer­
teza,6 expresiones utilizadas indistintamente en doctrina para seí\alar 
la exigencia de claridad y precisión de la ley en la descripción de las 
conductas delictivas. 

4 

6 

Vid., entre otros, BUSTOS, Juan, Manual de Derecho Penal Espanol. Parte Gene· 
mI (Barcelona, 1984), p. 78; ETCHEBERRY, Alfredo, Derecho Penal. Parte 
General, (2a. Ed., Santiago, 1976) 1, p. 47~ YAÑEZ, Sergio, Las leyes penales en 
blanco, en Gaceta Jurídica 58 (1985), p. 6. 

Vid., entre otros, PAOLIARU, Antonio, Prlnclpl di Dlritto Penale. Parte Generale 
(3a. Ed., Milano, 1987), p. 66; WESSELS, Joharmes, Derecho Penal. Parle General 
(Trad. Conrado Finzi, Buenos Aires, 1980), p. 14 

BARATTA, Alessandro, PrinCipiOs del Derecho Penal Mímmo, en Doctrina Penal 
40 (octubre-diciembre, 1987), p. 629; BETllüL - PETfüELLO MANTOVANl., DiriUo 
Penale. Parte Generale (12a. Ed., Padova, 1986), p. 58; CaBO DEL ROSAl. - VIVES 
ANTON, Derecho Penal. Parte General (2a. Ed., Valencia, 1987), p. 49; 
I.ANDROVE, Gerardo, Introducción al Derecho Penal Español (Madrid, 1985), p. 
89. Emplean indistintamente las expresiones principio de l/pie/dad, de determina­
ción o de taxarividad, ARRoyo ZAPATERO, Luis. Principio de legalidad y reserva 
de ley en materia penal, en Revista Espat'iola de Derecho Constitucional 8 (mayo -
agosto 1983), pp. 10, 14 Y 20; CURY (no 1), pp. 26, 47, 91 Y 143; LAMARCA. 
Canllen, Legalidad penal y reserva de ley en la Consritución espanola. en Revista 
Espaftola de Derecho Constitucional 20 (mayo - agosto, 1987), pp 102 S. y 199; 
SAINZ CANTERO, JOlit, Lecciones de Derecho Penal. Parre General. IntrodUCCIón 
(Barcelona, 1982) l. p. 88 

HASSEMER, Winfried,. Fundamenws de Derecho Penal (Trad. Mui\oz Conde y 
Arroyo Zapatero, Barcelona, 1984), pp. 314 SS., JESCHECK, Hans, Tratado de 
Derecho Penal. Parte General (Trad. Mír Puig y Muñoz Conde, Barcelona, 1981) 
l,pp.182s 
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Sin embargo, no todas estas denominaciones tienen idéntico 
alcance. Así, las expresiones principio de determinación, de taxativi­
dad, mandato de certeza u otras análogas que se suelen emplear, son 
perfectamente aptas para significar la necesidad de claridad y 
exhaustividad en la descripción de las conductas constitutivas de 
delito y de precisión en el establecimiento de las sanciones aplicables 
(nullum crimen, nu/la poena sine /ege certa); en otras palabras, son 
términos que se refieren tanto al supuesto o hipótesis de hecho como 
a la consecuencia jurídica, 

Por el contrario, la expresión principio de tipicidad es específi­
ca, pues sólo alude a la exigencia de determinación en la descripción 
de la conducta punible (nu//um crimen sine /ege certa), siendo ina­
plicable a la consecuencia jurídica (nulla poena sine lege certa). Es, 
precisamente, en este sentido que se utiliza la expresión tipicidad 
(del alemán typizittJt) en la sistemática de Beling, como característi­
ca del derecho penal moderno, setialando esa necesidad de que los 
delitos se acufi.en en tipos y no en vagas definiciones genéricas. La 
ley penal moderna, correctamente fonnulada, no dirá, pues: "el 
ladrón sufrirá tal pena", sino que definirá la acción que constituye al 
sujeto en ladrón y solamente a través de esa acción podrá conside­
rarse la culpabilidad del sujeto; dirá, en consecuencia, "el que sin la 
voluntad de su duefi.o y con ánimo de lucrarse se apropiare de cosa 
mueble ajena". Y con figuras de acci6n comO ésta se integrará todo 
el Código Penal7 

En consecuencia, podemos fijar al tipo legal tres funciones ya 
delimitadas a través del desarrollo actual de la doctrina: 

a) Función de garantla. La tipicidad es una concreción del principio 
de legalidad y, al igual que éste, también constituye una garantia 
para todas las personas. Para que el principio de legalidad constituya 
una efectiva garantía es necesario que las conductas delictivas, o los 
tipos, estén redactados en la forma más completa y precísa que sea 
posible, porque mientras más minucioso es el tipo, mayor es la 

7 
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garantía para las personas. La ley ha de contener descripciones dc 
acciones y no f6nnuJas amplias o imprecisas, dentro de las cuales 
puedan comprenderse otras conductas que la propia ley no ha que­
rido prever. 8 Por otra parte, la tipicidad constituye una garantía de 
igualdad, por cuanto todas las personas van a ser sancionadas y 
juzgadas de acuerdo con un mismo tipo. 

b) Función legislativa . Al legislador le corresponde seleccionar de 
entre lodas las conductas antijurídicas, aquellas que merecen sancio­
narse penalmentc. AJ efectuar esta selección, el medio o instrumento 
que utiliza es la creación de tipos. Por eso, se dice que el tipo es un 
instrumento del legislador. a través del cual este último expresa sus 
criterios en materia de política criminal. 

e) Función dogmática. La realización del tipo legal cumple una fun­
ción indiciaria de la antijuridicidad. Cuando se comprueba que una 
conducta es típica. esta comprobación nos indica que esa conducta 
típica, con un alto grado de probabilidad. será también antijuridica; y 
así ocurre en la gran mayoría de los casos. porque las conductas típi­
cas son además antijurídicas, salvo que concurra alguna causal de 
justificación. 

En síntesis, podemos concluir que la expresi6n tipicidad, en su 
función de garantia o condicionante de las legislaciones, es la única 
que se refiere en forma exclusiva a la obligación que se impone al 
legislador de determinar con exhaustividad y precisión las conductas 
conslitutivas de delito (nutlum crimen sine lege cerla) . En ra7.ón de 
esta especificidad y del arraigo que la expresión ha alcanzado en la 
doctrina jurídica nacional. es que hemos optado por utilizar la 
denominación principio de ripieidad para referirnos a la materia 
objeto de nuestro estudio_ 9 

• 
9 

FONTAN BALESTRA, C arlos, Misión dii Garantia del Derecho Pena l (Buenos Alfes. 
19~O), p. 36. 

En la doctrina e'xtranjua, principalmente' italiana y e'lipaoola. se empkan 
mAyoritariamente las exp·e5tones defermlltllClÓn )' ta 'COfllJldad. Vid., entre otros. 
PALAUO. cibldo por OARClA RIVAS. Nicolás. El prinCIpIO d, determinacIón del 
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EL PRINCIPIO DE TIPICIDAD EN EL DERECHO COMPARADO 

La gran mayoría de las legislac iones acepta plenamente el principio 
de legalidad. consagrándolo en (onna expresa, ya sea a nivel caosti· 
tucional, o bien, en el Código Penal. 

Sin embargo. las diversas plasmacioncs de este principio no son 
recogidas en forma manifiesta por las legislaciones extranjeras. las 
que se limitan a establecer claramente, por regla general. sólo la 
resefVO de ley y la ¡rretroactividad de tas normas desfavorables al 
reo 10 

Pero bien sabemos que de poco vale la consagración del princi· 
pio de legalidad en su vertiente formal (reserva e irrelroaclividad). si 
no se respeta su dimensión sustantiva (determinación de la le) 
penal), que de no hallarse satisfecha en la regulación positiva (a l 
tipificar los delitos en la parte especial), produce como resultado la 
violación del principio de legalidad por medio de la leyn Es así 
como, en la actualidad, se producen por parte de los estados, nega· 
ciones más sutiles. solapadas o farisaicas a dicho princ ipio. 12 

Dentro de las formas de elusión del principio de legalidad. Cabo 
del Rosal ]] indica : "El exorbitado derecho penal preventivo, las 
ideas totalitarias impcrativisras, la llamada defensa social. los ele­
mentos valoralivos del tipo, las cláusulas generales, los tipos pena les 

hecho pUlllble en 1(1 doctrina del TrIbunal ConslituclC)nul (Madrid, I'J92 ), W 2J 
s_o quien sci\ala que entr", amhas denominaciones no exisk lotal identidad, ya que d 
mandato di: dc!temlinación no se agola con la exigencia de taxatiyidad 

10 Vid_ ('AMARO\.!. César, Introducción al Estudio del Derrtcho Penal (Dan:o: lona. 
1964). pp. 137 $S •• CUELLO CALON, Eugenio, Las normas penales en las moden)" , 
CQn$litucloneJ. en Anuario de lXrtcll<\ Pellal y Ciencia¡ Penales (enero · ahri l 
195 1), pp. 28 51. 

11 VIVES ANro~. Tomás, lnfroducción: Estado dl! De.rllcho y lJI!recho Pen"l. e11 
Reyista de Derecho PUblico (Madrid. 1982) 1, p. n 

12 COBO DEL ROSAL, Manuel, PrinCIpio de legalidad y ministerio fiscal . en 
Cuademos de Po1ltica Criminal 2 (1977). p. 25; BEmOL· PErroELLo MANTOV ANl 
(n. ~). p_ 131. 

13 COBODELROSAL(n. l1), p. 2$. 
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abiertos (flexibles), las leyes penales indeterminadas o en blanco, la 
incriminación de pUTOS talantes subjetivos, el uso y abuso de elemen­
tos subjetivos del tipo, la valoración moralista de las pruebas y un 
largo etc ., son los enemigos naturales, por supuesto desde la propia 
legalidad -y de ahí su grave crisis- del principio de legalidad, 
mediante la utilización de refinada técnica jurídica por el Estado 
moderno en su deseo de exigir cada vez más poder, en detrimento de 
las garantías jurídicas, formales y sustanciales de los derechos indi­
viduales de la persona" 

Por esta razÓn es que en la adualidad cobra mayor importancia 
el contenido material del nlJllum crimen, nulla poena sine lege, par­
ticularmente en relación al principio de taxatividad. el cual. a pesar 
de no encontrarse consagrado expresamente en la mayor parte de los 
textos constitucionales, ha recibido plena acogida en la doctrina y 
jurisprudencia, ya que se desprende, en virtud de un proceso inter­
pretativo. de la consagración formal del principio de legalidad. 

En efecto, la constitucionalización del principio de reserva 
implica de suyo el reconocimiento de la exigencía de Npicidad. El 
monopolio del legislador debe ser respetado, sobre todo, por el 
mismo Poder Legislativo, el cual no debe despojarse de la tarea de 
formular los tipos penales, dejando al arbitrio del intérprete la 
determinación de su exacto contenido. 14 Como afinna Pecorella, 15 la 
reserva de ley comporta "la exclusión no sólo del Poder Ejecutivo de 
la promulgación de normas penales, sino también la prohibición al 
juez de crear preceptos penales más allá de la mera interpretación de 
la ley escrita. Bajo este segundo aspecto. el principio de legalidad 
impone que la ley penal identifique con claridad y taxativamente los 
hechos que pueden dar lugar a una sanción criminal. ya que en caso 
contrario la noml.3 constituirla tan sólo una indicación dictada al 
juez que se convertida en verdadero legislador. La reserva de ley 
puede considerarse respetada sólo cuando sea respetada igualmente 

- -._- - - - -
14 DELrrALA. Oiacomo, Cesare Beccaria e il problema penale, en Rivista Italiana di 

Dirino e Procedura Pc:nale (1964), p. 969 

I ~ PECORELLA. citado por OARclA RIvAS (n. 9), p. 48. 
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la taxatividad de las prescripciones" Podemos afirmar con certeza 
que es imposible hablar de reserva de ley prescindiendo del princípio 
de tipicidad: éste se transforma en núcleo esencial de aquél. 

Examinaremos someramente el derecho penal vigente en algu­
nos paises, distinguiendo aquellos que reconocen el mandato de 
detenninaci6n en forma explícita en la Cana Fundamental, de aque­
llos que s610 lo hacen implícitamente. a partir de la formulación del 
principio de legalidad en su vertiente formal. 

a) Consagración conslitucional explicita 

El primer país de habla hispana en establecer en forma expresa el 
principio de tipicidad en la Ley Fundamental. fue Perú. La Consti­
tución de 1979. señala en su artículo 2° ~ 20 letra d). lo siguiente: 
"Nadie será procesado ni condenado por acto u omisión que al tiem­
po de cometerse no esté previamente calificado en la ley. de manera 
expresa e inequ/\10Ca, como infracción punible, ni 5.1ncionado con 
pena no prevista en la ley" 

Al exigirse que el acto u omisión esté calificado legalmente de 
manera expresa e inequivoca. el texto constitucional esta recogiendo 
claramente el mandato de determinación de la ley penal 

b) Consagracilm constitucional imp/ícíta 

La Cana Fundamental de Colombia no establece explícitamente el 
principio de taxatividad. El artículo 26 de la Constitución sólo for­
mula la legalidad de delitos, penas, procedimientos y órgano juris­
diccional: la irretroactividad in malam partem )' la retroactividad de 
las normas favorables al reo . t6 

Por su parte. el Código Penal de ese pa ís optó por introducir 
como Título 1 de su Parte General (capítulo único) doce normas que 
denominó reclorO!( Segun la doctrina. dichas noonas tienen que ser 

16 Artículo 26: "Nadie ~' ser juzgado sino ~:onfOl11le a las leyes preexIstentes al acto 
que $C imputa, ante tribunal competente, y observando la plenitud de las formas 
propias de cada juicio. En materia criminal, la ley permisiva o favorable. aun cuando 
lea posterior. te ltpIicarJ. de prerertncia a la restrictiva o defllvorablc" 
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atendidas indefectiblemente: emanan de la Constitución, adquieren 
rango supralegal, son la concreción del estado de derecho en materia 
penal , 10 que conduce a la ruptura de éste cuando es vulnerada o 
desechada alguna de aquéllas. I7 

Dentro de estas normas rectoras, el articulo 3' del Código Penal, 
estableee el principio de tipicidad en los siguientes términos: "La ley 
penal definirá el hecho punible de manera ¡nequivoca" . 

En consecuencia. si bien la determinabilidad legal ha sido con­
sagrada en la legislación penal ordinaria, por constituir una norma 
rectora, no puede ser dejada de lado, siendo obligatoria para el legis­
lador. 

Tampoco el ordenamiento juridica constitucionaJ de Espafta 
fom\Ula la exigencia de taxatividad en forma expresa. 

En efecto, la Carta Fundamental de 1978 destina dos preceptos 
al principio de legalidad: los artículos 9.3 y 25.1. Sella la la primera 
disposición: "La Constitución garantiza el principio de legalidad, la 
jerarquía nannativa, la irretroactividad de las disposiciones sancio­
nadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales, la 
seguridad juridica, la responsabilidad y la interdicción de la amitra­
riedad de los poderes públicos". 

El segundo de los preceptos citados, que viene a especificar el 
principio para la materia penal, establece: "Nadie puede ser conde­
nado o sancionado por acciones u omisiones que en el momento de 
producirse no constituyen delito. falta o infracción administratíva, 
según la legislación vigente en aquel momento". 

La doctrina cspaftola, desde la entrada en vigor de la Constitu­
ción, ha denunciado la insatisfactoria fonnulación del principio de 
legalidad, por no hacer referencia a las diversas manifestaciones del 
mismo.18 En general. se sostiene que fue desaprovechada por el 

]7 PEREl PINlON, Alvaro, Algunas 'loras sobre el principio de l.galidad, en Libro 
Homenaje a Alfonao Reyes Echandia (Bogotá, 1987), pp. 9~ IS . 

i8 ARROYOZAPATERO(n.~ ). pp. lO 11.; 8vsTOS (o. 3). pp. 71 D.; COBO DEl ROSA.L. · 
VIVES ANrON (R. ~). pp. ~I SI.; l..AMARCA (n. 5), pp. 101 .... ; lANDROVli (n. 5). pp. 
88 l .; MDt PUlo, Sutiago, Derecho p,,,al. Parte O,,,.rol {2a. Ed., Barcelona. 
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constituyente la oponunidad de consagrar el principio de determi­
nación, Que sólo puede hacerse derivar de la Carta Fundamental a 
través de la cláusula genérica de la seguridad jurídica (artículo 
9 .3)19 

En síntesis. ni la Ley Fundamental ni la ley comun regulan 
expresamente en Espa"a el principio de taxatividad. Sin embargo, 
ello no ha sido óbice para su acogida en copiosa jurisprudencia 
constitucional, por lo que cualquier duda sobre su conslitucionaliza­
ción se cncuentra actualmentc superada. 20-2 I 

En Italia, la Constitución de 1947, no reconoce en forma expli­
cita la e,xigcncia de determinación , El anículo 25, al formular el 
principio de legalidad referido tanto a los delitos)' penas como a las 
medidas de seguridad, sólo plasma en forma manifiesta los princi­
pios de reserva e irrctroactividad.'22 La redacción de este precepto ha 
sido criticada por la doctrina de ese pais.21 

Más precisos son los artículos j " y 199 del Código Penal. que 
establecen el principio de legalidad referido a los delitos y penas y a 
las medidas de seguridad, respectivamente. 

19 

20 

21 

22 

23 
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1985), pp. 65 ss.; RCoDRIOUFJ . DEVbSA, José Maria, Derecho Penal Español. Parte 
General ( lOa. Ed., Madrid. 1986), pp. 111 S., SAlNl CANThItO (n. 5), pp. 87 SS_. 

VIVES A",,.ON (n. 11), pp. 47 5. 

Coso Llt::L R(¡SAL· VIVF.S ANTU¡-; (n S). pp, ~3 S~ .. I.AMARC A (n. 5). p, 103 

Un Milisis profundo de la doctrina del Tribunal Constil\lÓOn;l 1 Espaool , el1 rd aGion 
a l principio de deternlinación, puMe ven;c en GARCIA RIVAS (n. 9 ). pp. 6 5 Sti. 

Curiosamente, la idea de laxatividad u halla proclamada en el articulo 4~ Inciso 
segundo del Código C ivil español, que establece lo siguiente: "Las leyes penales. las 
excepcionales y las del 'mbito temporal no se aplicara.n a supuestos ni en momentos 
dil>tintos de tos comprendidos expresanleT\le en ellas". Pero el valor ~ materia pelUl 
dd referido ¡xeccpto habri. lk resullar muy dudoso. una vez que se ~le esta por 
medio de Ley Orgánica. 

Articulo 25 incisos segundo y terc.:T'(l: "Nadie puede ser cutigado sino en virtud de 
una ley que haya entrado en vigor mes del hecho COO'letido" "Nadie puede ser 
sometido. medidas dt stguridad, sino cnlos casos pt"evistos por la ley" 

BEm OL. - PEITOELLO M..vrrovANl(n. 5), pp. 57 $.; PAOJ .JARO (11. 4), pp. 50 ~ 



El anículo 1° establece "Nadie puede ser castigado por un hecho 
que no esté expresamente previsto como delito por la ley. ni con 
penas que no hayan sido establecidas por ella" De esta forma. el 
principio de legalidad aparece formulado con toda claridad. 
esfumándose las dudas que podían surgir de la fonnulación consti­
tucional del mismo. 

La mencionada disposición es considerada de rango supralegal. 
por lo que es obligatoria para el legislador ordinario; tiene un indu­
dable valor exegético frente al aniculo 25 de la Carta Fundamental . 
de modo que el significado de este último, que es ambiguo 
considerándolo en forma aislada, se toma univoco en el marco del 
sístema.24 -2' correspondiendo a la Cone Constitucional el deber de 
declarar la ilegitimidad de toda ley que esté en contra de este prin­
cipio. 

Al señalar el precepto que el hecho debe estar expresamente 
previsto como delito por la ley. consagra el principio de tipicidad. 
pues significa que el legislador debe configurar el hecho punible de 
manera clara, patente. ya que ése es. precisamente. el significado de 
aquel adverbio 

Por otra pane. ya la consagración misma de la reserva de ley en 
la Cana Fundamental, implica la formulación del mandato de laxa­
tividad. por 10 que la jurisprudencia italiana no ha dudado en su 
reconocimiento. En efecto. puede sostenerse que el desarrollo del 
principio de tipjcidad en ese país ha sido obra tanto de la doctrina 
como de la jurisprudencia constitucional.26 

Es así como la Corte Constitucional italiana declaró contrario a 
la Carta Fundamental por falta de taxatividad, el articulo 603 del 

24 PAOLlARú (n. 4). pp. $1 s 

2' En este mismo sentido. la doctrina alemana entiende que o:n caso de oscuridad en la 
formulación constituciOllal de un dc:re-cho o principio que ya con anterioridad se 
encontraba configurado y en ténninot m&a ampliOl por la legishtci6n., debe éste 
estimarse: integrado J. la norma fundamental. Vid. ARRoyO ZAPA TE"RO (n. S). p. 11 

26 BRICúLA, Franco. Rapporli Ira domma"CQ e pclitica crimina/e, en Rivista Italiana 
di Dirino e Procodura Penale (1988), pp. 14 s. 
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Código Penal. Que tipificaba el delito de plagio. siendo el ÚniCO caso 
que conocemos de un pronunciamiento de esta n3Iuralci'.3 en el dere­
cho comparado_17•28 

LA IDEA DE TIPICIDAD EN LA HISTORIA CONSTITUCIONAL 
DE CHILE 

El primer texto positivo que mtrodujo la garantía de legalidad en 
nuestro ordenamiento jurídico fue la Constitución de 1823. al formu­
lar en el artículo 122 los principios de rCSC1V3. irrelroactividad ) 
legalidad del juzga miento 29-30 

Las Constituciones de 1833 y 1(j25 establecían la mencionada 
garantía en términos similares a los utilizados por la Carta Funda­
menlal de 1823 Por ejemplo. el articulo 1I de la Constitución Políti­
ca de 1925 prescribía: "Nadie puede ser condenado. si no es juzgado 
legalmente y en vinud de una ley promulgada antes del hecho sobre 
que recae el juicio" 

27 

'9 

30 
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TIEDEMANN, Klaus, Consliruclón >' Derecho Penal. en Revista Espaí'lola de Dere· 
cho ConstitUCIOnal 33 (septiembre diciembre 1991), p 162, sostiene que el 
rribunal Constitucional Alemán SI: ha comportado con retraimiento frente al 
principio de det.mninación. pUt$.. ni un solo tipo del Código Penal ha sido declarado 
contrario a éste 

La sentencia, de 8 de JUntO de 19R 1, aparece recogida en Kivista Italiana di Dirillu <: 

PrOl:edura Penalc (1981), rr 1147 u ., 00fl comentario de DoSCAREl..U, Mue<> A 
propo¡l(Q del . prinCip io di Wualivl/d ", también trI Giurispmden:z.a CO!tI iluzionale 
I (1981 ), pp. 806 ss., con comenlario de GRASSO, Pietro: COnlroUo $l/lIt¡ r1.! 

pondenza olla realld emplrlca dell~ previJlOm legab di reato, 

DIAl. LJSBOA, Marcelo. Los principw¡ rectores del derecho penal en la hulana 
CQnJtilucional de Chile (Memoria de prueba, Universidad Católica de Valparaiso 
1992). pp, 46 ss. 

Articulo 122: MNinguno puede aer"imdenado SI no es juzgado legalmente v en virtud 
de: una ky promulgad. antes del hecho· 



Segun Etcheberry,JI el principio de fipicidad se desprendía del 
análisis del articulo 11 de la Carta de 1925_ Dicha disposición esta­
blecía que la ley debía referirse a hechos y no a simples criterios de 
penalidad (como sería el caso de una ley que dijera : "Es delito todo 
evento socialmente dañoso", donde no se contiene referencia a nin­
giln hecho). Además, si no se interpretara dicho precepto en el senti­
do de que la ley debe referirse a hechos determinados, el sentido de 
garantía de esta norma desaparecería. 

Compmtimos la opinión scftalada, en el sentido que la dimen­
sión sustantiva del principio de legalidad está const ituida por la 
imprescindible precisión y claridad en la descripción de las condue­
las constitutivas de delito, pero hay que dejar en claro que la Consti­
tución Politica de 1925 no consuhaba el principio de ¡ipiddad, 
limitándose a consagrar las exigencias de {ex praevi(1 e f scripta.)2 

Sin embargo, a pe5.1r de la no formulación expresa del mandato 
de taxatividad de la le.y penal en la anterior Carta Fundamental. 
creemos que era perfectamente posible recurrir de incol\sti 'ucionali~ 

·d;,d respecto de aquellos preceptos penales yulnerantes del principio 
de legalidad en su vertiente material. tal como ocurre en aquellos 
sistemas jurídicos extranjeros que no contienen una norma consagra­
toria expresa dc la exigencia de determinación de las disposiciones 
penales, pero que se desprende del contenido esencial del principio 
nullum crimen, nul/a poena sine lege . 

No obstante lo anterior, y precisamente por el hecho de no exis­
tir un pronunciamiento categórico de parte de las Constituciones que 
precedieron a la actual. el ordenamiento jurídico ch ileno dio cabida a 
una serie de preceptos penales que son claramente \'ulnerantes de la 
idea de tipicidad. Es el caso, por ejemplo, de varias disposiciones del 
Código Penal. J3 dictado bajo el imperio de la Carta de 1833. y de no 

) 1 ETC"IIEOERRY (11 . 3), p. 49 

]2 DlAZ. LJSt-kJA (n. 29). p_ 121 ·. Y AÑEZ (n_ 3), p. JO 

Es el caso, por ejemplo. de hn; :mículos 363) 373, que no Ix mti .. 'lcn la dtscnp..:ion 
de una conducta 
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pocas normas contenidas en leyes especiales dictadas duranle el 
periodo de vigencia de la Constitución de 1925 14 

GENESIS DEL ARTICULO 19 N" ) INCISO OCTAVO DE LA 
CONSTITUCION DE 1980 

La actual Ley fundamental formula el principio de legalidad de 
manera mucho más acabada que la Constitución de 1925 El inciso 
séptimo del N" ) del articulo 19. establece que "ningún delito se cas­
tigará con otra pena que la que sefiale una ley promulgada con ante­
rioridad a su perpetración. a menos que una nueva ley favorezca al 
afectado" Su estructura es similar a la del articulo 11 de la Consu­
ludón de 192~ salvo la Introducción de la retroactividad In honam 
partem. antes $ó10 formulada a nivel legal (articulo 18 del Código 
Penal) 

Asimismo. dentro de la nueva formulación del principio de lega­
lidad, destaca la exigencia que contiene el inciso final del propio 
articulo 19 f'.r 3. en orden a que los tipos deben estar redactados 
sobre la base de una conducta. 

El tratamiento de este último precepto al intenor de la Comisión 
de Estudio de la Nueva Constitución. giró en tomo al problema de 
las leyes penales en blanco En efecto. la Intención de los comISiona­
dos fue la de proscribir esta clase de normas. sin quc se consideraran 
ciréunstancias de fondo concernientes a la función del tipo_ El acento 
recayó sobre una cuestión consecuenClal. mientras que los fundarnen~ 
tos materiales de la Idea de típlcldad Simplemente se sobreentendica 

ron .35 

El debate sobre esta matcria tuvo lugar en la sesión 399, de fecha 
12 de julio de 1978. en los momentos en que la Comisión se encon~ 

34 Edre ellas. cabe mencionar los ~os que conIienen 101 u1ículos 1° v r del 
~o ley N° lll . de 1973 

35 CURY(n l ). pp. 60s 
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traba abocada al estudio de las normas sobre el orden publico eco­
nómico en la futura Carta Fundamental. 36 

En un primer momento se sometió a discusión el siguiente pre­
cepto: "Ninguna ley podrá establecer penas sin que la conducta que 
se pretende sancionar esté clara y' expresamente descrita en esa o en 
otra ley". 

Los comisionados dalla Alicia Romo y don Roberto Guerrero, 
Fiscal del Banco Central, invitado especialmente a la Comisión, pre­
sentaron una disposición en sustitución de la anterior, que rezaba de 
la siguiente fonna : 

"Sólo serán constitutivas de delito las conductas descritas como 
tales y penadas por la ley promulgada con anterioridad al hecho que 
se califique" 

"La determinación de las figuras delictivas se harán en el texto 
mismo del precepto legal o se concluirá de la conjugación de distin­
tas leyes; pero no podrá quedar entregada, ni en todo ni en parte, a 
disposiciones reglamentarias, administrativas, u otros actos de auto· 
ridad que no sean ley de la República" 

El sci'ior Guerrero señala que el texto de reemplazo constituye 
una explicación de lo que es la ley penal en blanco. siendo similares 
ambos preceptos en su esencia. 

La senara Romo fundamenta la disposición propuesta al mani­
festar que el de las leyes penales en blanco es uno de 105 problemas 
más graves que subsisten al presente, y poniendo énfasis en la grave· 
dad extraordinaria que reviste el hecho de que 105 ciudadanos estén 
sujetos a lo que resuelva un grupo de funcionarios administrativos. 

Don JaiUle Guzmán consideró que, a la luz de una correcta 
interpretación del texto constitucional, la expresión delito requiere 
indispensablemente una tipificación precisa, que debe ser efectuada 
por la ley, la cual, a su vez, debe estar promulgada con anterioridad a 
la perpetración del mismo. Corno esto no ha sido entendido tajante­
mente así , ni por el legislador ni por los tribunales, le parece neceA 

36 Actas Oficiales de la Comisión de Estudio de la Nueva Constitución, se,ión 399 (12 
de julio de 1978), pp. 3149 ss 
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sario consagrar una disposición para exigir que la tipificación del 
delito esté completamente configurada en la ley 

El comisionado seftor Gustavo Lerea. seilala la necesidad de 
complementar la norma referente al principio de legalidad. con un 
precepto que establezca la necesidad que la conduela penada esté 
clara y expresamente descrita por la ley. 

Finalmente. por indicación de don Raúl Bertelsen. se propuso 
perfeccionar la redacción seftalada, haciendo alusión a que la con· 
ducta que se sancione esté descrita en fonna expresa y completa por 
la tey, de modo que no quepan reglamentos ni disposiciones emana· 
das del gobierno para desarrollar la ley penal. Esta -afirma- debe 
bastarse a sí misma. y si no se basta a si misma. no hay delito ni 
pena. 

La disposición aprobada quedó redactada en los siguientes tér· 
minos: "Ninguna ley podrá establecer penas sin que la conducta que 
se pretende sancionar esté expresa y completamcnte descrita en ella" 
Posteriormente, fue perfeccionado el texto, quedando la norma 
redactada del modo que sigue: "Ninguna ley podrá establecer penas 
sin que la conducta Que se sanciona esté completa y expresamente 
descrita en ella" 

La disposiciÓn aprobada por el Consejo de Estado es idént ica a 
la contemplada en el anteproyecto elaborado por la Comisión.37 

El texto definitivo de la ConstituciÓn aprobado por el Poder Ejc· 
cutivo, difiere del contenido en los anteproyectos de la Comisión de 
Estudio y del Consejo de Estado, al suprimirse la expresión completa 
que ellos incluian. quedando la diSJX>sición redactada en los términos 
que establece actualmente la Carta Fundamental. 

Desafortunadamente. no sabemos cuáles fueron las razones Que 
llevaron a la modificación del precepto. pues no existen actas de las 
sesiones de estudio al interior del Poder Ejecutivo. Debemos. en con· 
secuencia. atenemos a las discusiones suscitadas en el seno de la 
Comisión Constituyente. aunque los antecedentes que de ellas pode­
mos recabar para reconstituir la historia fidedigna del cstablecimien-

)7 El preccplo fue aprobado con el voto enoontn det sef\of Juan Anlomo Coloma. 
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to de la garantía de IIplCldad. son más bien escasos. ya que. como 
hemos seilalado. el debate de los comisionados recayó casi exclusi · 
vamente sobre el problema de la prohibición de las leyes penales en 
blanco. y no sobre la exigencia ·mucho más importante· de delermi· 
nación de las normas penales 

SENTIDO Y ALCANCE DEL ARTICULO 19 N" 3 
INCISO OCTAVO DE LA CONSTITUClON DE 1980 

Tradiclonalmente se ha dicho que interpretar la ley significa deler· 
minar o desentraí\ar su sentido y alcance. con el objeto de aplicarla a 
los casos concretos de la vida social 

El Código Civil establece nonnas relativas a la interpretación de 
la ley en su Titulo Preliminar. en Jos anículos 3". 5(> . g' inciso 
segundo. 11. 13 Y 1 ~ a 24 

En materia de hermeneutica constitucional. a ralta de reglas 
expresas. son aphcables las disposiciones contenidas en el Código 
Civil. imponiéndose. eso sí. modalidades particulares a este sistema 
de raigambre jusprivatista 

Es menester. en consecuencia. para determinar el sentido y 
alcance del precepto constitucional en análisis, recurrir a las nonnas 
sobre interpretación anteriormente seftaladas. asumiendo especial 
relevancia para nuestro estudio. las disposiciones contenidas en los 
articulos 19 inciso segundo. 20 y 22 Inciso primero del Código Civil. 
que hacen referencia. respectivamente. a la historia fidedigna del 
establecimiento de la ley al modo de entender los términos singula~ 

res de ésta y 8 la necesana armonía que debe haber entre todas sus 
partes 

En relación a este últImo punto. un principio de hermenéutIca 
legal nos sella la que el sentido de una disposición no deriva de su 
consideraci6n aislada. puesto que eIJa se encuentra inserta en un 
conjunto armónico de normas. razón por la cual debe ser interpre· 
lada dentro del referido contexto. 
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El artículo 19 W 3 mciso octavo se encuentra consagrado en el 
Capitulo IlI, denommado De los derechos y deberes constituciona­
les. en los siguientes ténninos: 

"La Constitución asegura a todas las personas. 
~ 3 La igual protección de la ley en el ejercicio de sus dere­

chos.. Ninguna ley podrá establecer penas sin que la conducta que 
se sanciona esté expresamente descrita en ella" 

En efecto, la disposición en análisis constituye una concreción 
del principio esencial consagrado en el inciso primero del artículo 19 
~ 3, de manera que ha de ser comprendida, interpretada y aplicada 
a la luz de éste. Representa, por ende, una consecuencia de la igual 
protección en el ejercicio de los derechos, puesto que, indiscutible­
mente, hay indefensión cuando el legislador húringe el mandato de 
Laxatividad de la ley penaL38 al entregar a la autoridad judicial o 
administrativa la tarea de detenninar el contenido de la norma 

Esta garantía es, a su vez, emanación lógica del principio de 
igualdad ante la ley, formulado en el artículo 19 ~ 2 de la Consti­
tución, ya que estéril seria su mera declaración formal si, paralela­
mente, no se asegura la igual protección de esos derechos.39 

En la medida que los preceptos penales sean precisos en su for­
mulación, se está respetando el principio de igualdad, impidiendo 
que cualquier autoridad establezca diferencias arbitrarias, garanti­
zando a todas las personas, que van a ser juzgadas y sancionadas de 
acuerdo con un mismo tipo 40 En consecuencia. queda perfectamente 
justificada la ubicación constitucional de la nonna. 

En cuanto a la historia fidedigna del establecimiento del precep­
to constitucional. ésta no ofrece antecedentes sólidos que permitan 
indagar acerca de su contenido 

38 CEA EOAÑA, José Luis, Tratado de la Conslllucion de /980 (Santiago, 1988), p. 
271 

39 CEA EoAÑA (n. 38), p. 269 

40 En el mismo sentido se ha pronunciado el Tribunal Constitucional Alemán, al decla~ 
rar que el principio de legalidad es expresión del de igualdad de todos antc la Ic) 
Cfr ARRoyo ZAPATERO (n. 5), p. 13 
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Efectivamente, bien sabemos que las discusiones al interior de la 
Comisión de Estudio de la Nueva Constitución giraron en torno al 
problema de las leyes penales en blanco y no se refieren a la cuestión 
de fondo. cual es la exigencia de determinación de la ley en la des­
cripción de las conductas punibles. Además, el texto definitivo no 
recoge la intención de los redactores en orden a proscribir esta clase 
de nonnas penales. 

Por otra parte, es dominante en la actualidad la posición Que 
estima que lo que debe buscarse es la voluntad de la ley, es decir, su 
querer actual (interpretación objetiva) y no la voluntad del legislador 
(interpretación subjetiva). En este sentido, se sefiala que la ley, con el 
acto de legislación, se libera de su creador y se objetiviza. 

El artículo 20 del Código Civil sei\ala en su primera parte que 
IOlas palabras de la ley se entenderán en su sentido natural y obvio, 
según el uso general de las mismas palabras", El precepto constitu­
cional que analizamos establece en términos simples y escuetos que 
"ninguna ley podrá establecer penas sin que la conducta que se san­
ciona esté expresamente descrita en ella". Debemos, por lo tanto, 
detenninar el sentido de los términos particulares de dicha disposi­
ción, confonne lo ordena la norma de hermenéutica legal. 

Según el Diccionario de la Real Academia Espaitola de la Len­
gua, la palabra expreso significa claro. patente. especificado. En 
consecuencia, la conducta sancionada, que es la base sustantiva sobre 
la cual descansa toda la estructura del delito, debe estar claramente 
descrita en la ley , pues, de lo contrario. se estaria vulnerando la exi­
gencia constitucional. 

Pero la Carta Fundamental es aún más exigente, ya que establece 
que la conducta debe aparecer descrita y no solamente mencionada o 
seitalada. En efecto, según el mismo Diccionario, la palabra descri­
bir significa representar a personas o cosas por medio del lenguaje, 
refiriendo o explicando sus distintas partes. cualidades o circunstan­
cias. 

Por consiguiente, el actual Código Político pone élÚasis en la 
necesidad de exigir al legislador el máximo de esfuerzo en la tipifi­
cación de las conductas punibles, de manera tal que ellas aparezcan 
en la ley representadas en forma clara, mencionando todos aquellos 
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detalles que permitan a un hombre medio hacerse una idea cabal de 
aquello que debe abstenerse de hacer o que está obligado a ejecutar. 
corriendo el riesgo de ser sancionado penalmente en el evento de 
infringir la prohibición o el mandato legal. 

Sin embargo. en la redacción de las conductas delictivas, el 
legislador encuentra una serie de obstáculos que conspiran contra la 
cabal realización de aquel ideal de taxatividad que las disposiciones 
penales requieren. El principio de tipicidad constituye una meta a la 
que se debe tender, aunque realizarlo en plenitud es prácticamente 
imposible. 

No se exige, por ende, una precisión matemática, sino una des­
cripción de las acciones u omisiones sancionadas lo suficientemente 
clara como para que un hombre corriente pueda conocer aquello que 
le está mandado o prohibido, a fin de no exponerse a un castigO.41 

Sabemos que el verbo rector, a través del cual se expresa la con­
ducta, puede en ocasiones, por si solo, determinar la materia de 
prohibición, estimándose completa la descripción tipica con la sola 
indicación de éste~ en otros casos, en cambio, será menester determi­
nar dicha conducta haciendo referencia a otros elementos que vienen 
a precisar la figura delictiva, como, por ejemplo, el resultado, los 
sujetos que intervienen, el objeto material o juridico, ciertas circuns­
tancias o modalidades de ejecución, etc. De allí que, para determinar 
si se cumple o no con la exigencia de tipicidad, la apreciación debe 
efectuarse caso a caso. 

La doctrina, al analizar el aniculo 19 ~ 3 inciso final de la 
Constitución, en relación con las leyes penales en blanco, senala que 
lo exigido por dicho texto es la descripción del núcleo básico, permi­
tiendo delegar en otras instancias legiferantes las precisiones sobre 
las condiciones en que estas conductas serán sancionadas. La inte~ 
gración sólo puede referirse a aspectos circunstanciales y jamás 
podría tener por objeto agregar una nueva conducta o completar la 

41 CUR.Y(n. I).p.91 
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descnpcIón de la que figura en el hpo. en términos de precIsar su 
sIgnificado 42 

Las consideracIOnes expuestas son válidas tratándose de leyes 
penales en blanco proptamente tales. las que son aceptadas por razo­
nes de orden técnico, en estos casos. siempre habrá una norma com­
plementaria que. satisfaciendo las exigencias de certeza. permitirá. 
en último término, que los ciudadanos sepan que ciertas acciones u 
omisiones puedan llegar a estar sancionadas bajo determinadas con­
diciones. precisadas en otra disposición 

Sin embargo. como señala Bricola.43 del principio de taxatividad 
se deriva la exigencia de que las decisIOnes político criminales no 
puedan ser delegadas nunca cn el Podcr Judicial. no admitiéndose fl1 

siqUIera excepCIOnes Similares a los casos de delegación técnica 
haCIa el Ejecutivo Por lo tanto. Jamás podría facultarse al Juez para 
que complemente ) .. le)- penal, precisando las ClrcunstanCl3s en que 
la ...:onducta ha de ser sancionada. Las cxigcncla~ ';;OH pOI ende 
mayores cuando no eXiste remisión normativa. pues. en ese caso la 
norma penal debe describir la acción u onllsión prohibidas con todos 
sus detalles 

As!. por ejemplo, la ley ~ 18.403, que sanciona el tráfico de 
estupefacientes. seilala diversas fonnas de conductas, como elaborar, 
fabricar. transformar, preparar y extraer, referidas a las sustancias o 
drogas estupefacientes o sicotr6picas, productoras de dependencia 
física o síquica, capaces de producir graves efectos tóxicos o daf'íos 
considerables a la salud pública (artículo la). El artículo 25. por su 
parte. prescribe que un reglamento sefialará las sustancias o drogas 
estupefacientes o sicotrópicas. 

Como podemos apreciar, la conducta constitutiva de delito est:'! 
descrita con precisión en la ley, la que señala, además, el objeto 

42 CURY (n. 1), pp. 68 ss .. RODRIOUEZ COLLAO, Luis, Comtltucional¡dad de lax leye.f 
penales en blanco, en Revista de Derccho Universidad Católica de Valparaiso R 
(I984),pp. 2428 .. Y~(n. 3),p. 11 

43 BRICOLA, citado por GARClA RIVAS (n_ 9), p_ 47 
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material remitiéndose a una norma de inferior jerarquía a fin de que 
determine este último en forma detallada. 

La ley ~ 18.403 cumple con las exigencias contenidas en el 
articulo 19 ~ 3 inciso final de la Constitución. La remisión obedece 
a necesidades técnicas y estos criterios técnicos son integrados por la 
norma remitida. Lo que seria inadmisible es que, a falta de disposi· 
ción complementaria, fuera el juez quien realizara la integración. No 
puede transformarse la ley penal en blanco en un tipo que contiene 
un elemento normativo. En el ejemplo anterior, si la ley no delegara 
la facultad de precisar el objeto material en una instancia Iegiferante 
inferior, no podría ser el tribunal el que llenara ese vacío; en tal caso, 
para que la ley tuviese contenido y pudiese ser aplicada, debería fijar 
la conducta sancionada con todos sus detalles, incluyendo la men­
ción de las sustancias o drogas estupefacientes o sicotr6picas. 

En síntesis, podemos señalar con certeza, que las leyes penales 
en blanco, cumpliendo las exigencias que la Carta Fundamental 
establece, son perfectamente admisibles en el ordenamiento jurídico 
nacional. Por el contrario, bajo ningún aspecto son constitucional· 
mente admisibles los tipos abiertos; éstos s6lo son completados en el 
momento en que el juez interpreta la ley, aplicándola al caso concre­
to sometido a su conocimiento. Si bien las leyes en blanco debilitan 
las exigencias derivadas del principio de legalidad, particularmente 
en lo relativo a la reserva de ley, constituyen un mal necesario; en 
cambio, los tipos abiertos, además de vulnerar los principios de irre­
troactividad, reserva y taxatividad, transgreden la garantía de igual­
dad de trato ante la ley. 

Frente al juez, las normas penales siempre deben ser completas y 
determinadas, ya sea que la sola ley precise la conducta con todas sus 
circunstancias, o bien, sea una norma completamentaria la que deter· 
mine las condiciones en que dicha conducta ha de ser penada. 

Finalmente, en cuanto al ámbito de aplicación del principio de 
tipicidad, éste abarca tanto la conducta y sus elementos complemen­
tarios, como las circunstancias modificatorias de responsabilidad 
penal, pues ellas determinan el grado en que una persona debe res­
ponder por la comisión de un delito. Sin embargo, la exigencia de 
taxatividad opera con todo su rigor sólo respecto de las circunstan-
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cias agravantes, ya que así lo sugiere su carácter de garantía consli­
tucional. En el caso de las causas de atenuación de la pena, desapa­
rece el fundamento esencialmente tutelar que el principio de tipici­
dad tiene. 

Las mismas consideraciones sdn válidas respecto de las eximen­
tes, de las condiciones objetivas de punibilidad y de las excusas lega­
les absolutorias, pues, al igual que en el caso de las circunstancias 
atenuantes, también se admite respecto de aquellas una mayor laxi­
tud en su configuración. En estos casos, estamos frente a una con­
tracción de la punibilidad, por Jo que la ratio de garantía que funda­
mentalmente inspira al principio de determinación, carece de senti­
do. 

CONCLUSIONES 

La idea de tipicidad, indudablemente es una de las manifestaciones 
consustanciales al principio de legalidad y, en tal virtud, la consa­
gración de este último debiera ser suficiente para tener por acogida 
la exigencia de taxatividad a nivel constitucional. Sin embargo, basta 
con examinar lo que a este respecto ocurre en otros países, e incluso 
la propia realidad legislativa chilena, para advertir la necesidad de 
que la garantía de üpicidad sea específicamente reconocida por la 
preceptiva constitucional. Sólo así se obtiene que el imperativo de 
delerminación del hecho punible no quede supeditado a la interpre­
tación judicial y doctrinal y se impide, al mismo tiempo, que el legis­
lador utilice fórmulas inapropiadas para la tipificación de los delitos. 

Considerando que es muy escaso el numero de paises que consa­
gra el principio de tipicidad en sus códigos políticos, y que éste 
nunca figuró de modo expreso en los diversos textos que integran la 
historia constitucional de Chile. es francamente meritorio que la 
Cana de 1980 diera cabida a aquel principio. 

Aunque la historia del establecimiento de la norma demuestra 
que sus redactores no tuvieron la intención de consagrar expresa­
mente el principio de tipicidad, los términos en que aparece conce-
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bldo el inCISO final del articulo 19 N' i no admnen discuSIón acerca 
del efecuvo reconOCImIento de dicha garantia 

Por otra pane. la fórmula empleada para efectuar aquel recono­
cImiento es (amblen memona. porque al eXigir que las conductas 
delictivas estén expresamente descritas en una norma de jerarquía 
legal. no sólo autonza el recurso a las leyes penales en blanco -pro­
cedimiento este úlumo que es de general aceptación en la doctrina-o 
sino que también Impone límues muy precisos a la actividad del 
legislador Desde una perspectiva crítica, es posible afirmar que 
aquella fórmul a recoge el conremdo esencial del principIo de deter­
minación. según las pautas que al respecto ofrece la penalíslica con­
temporánea 

Existiendo. sin embargo ... como hemos exphcado- un número 
Importa nte de preceptos dictados con antenoridad a la entrade:¡ en 
vigencia de III Cana de ' 9RO que ,"Cnngen abIertamente la actua l 
eXlgeru':l3 constI tUCIonal ~orresponde ahora al o rgano Jurisdiccional 
ejercer la fuuelon I.:onsen 'adora que le es mherente. a flO de hacer 
realidad el Imponante {¡Vanee que la consagración del principio de 
tipicldad representa para el resguardo de los derechos de las perso­
nas 
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